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RESOLUCIÓN FINAL

I. INTERVIMENTES

Denunciante; Presidencia de ia Defensoría del Consumidor -en adelante la Presidencia o la

denunciante-.

Proveedora

denunciada:

; Compañía de 'Felccrimunic ¡cioncs de El Salvador, S.A. de C.V,

' CNIT; :)
i

II. an'i;f.€ei)e.\tf,s ii' hechos denunciados

Como expuso en la denuncia la Presidencia de la Defensoría de! Consumidor, en ejercicio de lo

dispiieste en el artículo 58 Iclra 1) de la Le> de Protección al Consumidor en adelante LPC—el dw

14/09/2022, se practíeó inspccci/tn en el establecimiento denominado "Claro Tknda Metm

Sonsonate ", ubicado en ■

municipio y departamento de Sonsonate. propiedad de ia proveedora Compañía de

Telecoróiinicacjoaes de 1:1 Salvador, S.Á, dé CAE

Como resultado de la díligeneia realizada se levantó- el acta con-espondíente —fs. 3 y 4— en

relación a la promoción comercial que ,se lei.a: "PiVi' ia nueva televisión Ciara TV(,..)"'. la cual fue

difundida mediante banner colocado en ci establecimiento de ta proveedora. Eu dicha promoción, se

observó que no se determinó la.s restricciones para la aplicación de la misma. Al consultarle a la persona

encargada del establecimiento sobre las restricciones de la promoción, manifestó que está sujeta a

cobertura territorial, las cajas de televisión extra tcníatt un costo adicional y cuando se trataba de

nuevas contrataciones se les cobraba un servicio de instalación, sin erm u , sit,na o que chclm

información se daba a conocer a los consuinidore.s de forma verbal

Así, ia Presidencia asevení que. en el caso que hoy se analiza, ,se constato que las restricciones de

la promoción no se encontraban en la publicidad: utilizada para dar a ccinoccr la misma en los medios

exigidos por ley, cctmo anuncios publicitarios o a través de amatcios fijados en el o los establecimientos

o etiquetas adheridas a los bienes. En razón de la.s circunstancias anteriores, aseguró que la denunciada

vulneró el derecho a la información de los con.sumidores, puesto que éstos no tenían acceso completo

y oportuno a eletn.entos determinantes de la oferta.

lll. INFRACCIÓN ATRIBUIDA Y ELEMENTOS »E LA LNFRACCIÓN.

C:

ly

A. Tal conío consta la resolución de inicio (fs. 6-8), se adujo que existe una contravención a to

dispuesto en el artículo 4 letra e) de la LPC, el C:Uál. establece que e.s un derecho básico de los

consumidores recibir del proveedor la información completa, precisa, veraz, clara y oportuna que



• i
^1 determine las emacterkiims de hs prodmtos y servicios a adquirir. Además, a la letra a) del. artículo

16 de la LPC, al referirse a los requisitQs de las proraociones y ofertas, estipula que, entre otros

aspectos, debe tener la posibilidad de comprensión directa.

También, se afinna una transgresión a lo regulado en el inciso primero del artículo 27 de la L.PC,

en lo concerniente al derecho de información: en general, las características de los kíenesy servicios

puestos a disposición de ios consumidores, deberán proporcionarse con información en castellano, de

forma clara, veraz, completa y oportuna.

Además, en cuanto a la infotinación de las p:ramocio.oes, el arti'cuio 30 de la LPC determina;

^'Cuando se tratare de prúmoeiomsy ofertas especiales de b ienes o servicios, ios comerciantes estarán

obligados a informar aí consumidor las condiciones, el precio iota! o ios elementos que lo hagan

determinabte, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o medíante avisas o

carteles fijados en lugares visibles del cstablecimiemo o etiquetas adheridas a io.s bienes''.

En relación con lo antes apuntádo, el artículo 43 letra n) de la LPC, determina que el realizar

proraociones u ofertas especiales de bienes y servicios eo contraveiició,n a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta calificada como infracción grave, y de acuerdo con el artículo 46 de la misma normativa

se sancionaríá con multa hasta de doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

.:S, Con respecto a la mencionada infracción, este Tríbuaa!, en resolución pronunciada el día

05/07/2:010, en el procedimiento cíasifieado bajo la referencia 271-2010, ha afirraado que: "La

naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa al consumidor,

su carácter extraordinario es lo que permite que el comprador tenga un incentivo para llevar a cabo

la transacción

En :ese sentido, las promociones y ofertas especiales que .se tratmniiten a través de cualquier medio

publicitario, tienen la finalidad d.e presentar los biene.s o servicios en condiciones favorables para el

consumidor, Indueléndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la perspecti va

de percibir una ventaja económica dentro de un tiempo limitado.

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores con.signen. en el medio

publicitario que se utiliee para dar a conocer la promoción u ofeita, ima indicación clara de ladwación

o del tiempo en la que dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué productos o

servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mínima de productos disponibles, si existen o no

restricciones, en qué consisten, y, en general, cualquier dato relevante previamente establecido, que

indique en qué Gondiciones será cumplida, información que es de suma importancia para los

consumidores al momento de acceder a la promocián u oferta.

En otros términos, la finalidad de la regulación en el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar

ia desigualdad entré las partes intérviníentes en la relación de consumo—proveedor y consumidor-—



¡a cual piicdc dejar a este úliimo en una situación asimétrica y de desventaja al no ofrecerle ia

información necesaria para que pueda tornar una decisión informada, es decir, considerando todos los

elementos legalnienle establecidos.

Por otra parte, en relación a la frase ^'resiríccicmes aplican'\ este 1'ribufial Sancionador. en la

misma resoliición íliial precitada, se refirió a ella en el sentido de que la misma debe ser evaluada

considerando si: a) Con ello se han dejado por fuera condiciones esenciales de la contratación; y b) j
Las limitantes ulteriormenic aplicadas modifican en forma susianciiil la oferta principal anunciada en j

el medio publicitario de manera que ya no refleje las condiciones reales de la promoción. Consecuencia;

de lo ameriur, las instituciones de autorregulación publicitaria y las tutelares de derechos del

consumidor sostienen que el anunciante tiene la obligación de incluir de forma inequívoca y perceptible

en su mcnsoie publicitario las limitaciones o condiciones cbcnchlcs de la ofeita reali/aida. dej

iiiaiiera que no existan requisitos ulteriorcív no conocidos por los dcsunalarios y que limiten, 1

modiílqucu o contradigan la^ afirmaciones del mensaje publicitario principal ¡

Asi, cuando un proveedi)r empica la frase '^resíricciones proporcionar un mecanismo j

ijue penniia a ¡os consumidores conocer > leiier aecesi> a la información adicional esencial o relcvaaie.

para la cf nti it tcion dt los bienes o son icius nfcrtados; o bien, la proveeilora, iíabiendo establecido c! i
!

mecanismo anterior, induce condiciones generales de conirataci6ti que modifican, alteran. de.s-¡

naturalizan, limitan o croan cualquiei clase de variación esencial eit cuanto la oferta conlcnida en el

.miiriciu original, y si dicho cf mecanismo no puede calificarse de idóneo, o .se cstaWcccit cualquier I
uira clase de barreras de acceso, pone en evidente desventaja a! cor.sumidor que ha sido atraído a la

coniraiación basado en la promoción ofrecida.

bn este pumo, este 1 riburia! considera oportuno traer a cuéntala rcsoUicion de fecha l.s-03-2ül9

con fclcrencia 7-2010 de la Sala de lo Conteticioso Administrativo en la que consideró: "El Jerechi'

íie parte de la necesidad de proteger a ¡os consumidores debido a la crccieme vulnerabilidad

de esti'S en las relaciones generadas en ia economía de mercado contemporánea

bn la misma sentencia se estableció que: "La LPC desarrolla un régimen especial de proiección

sobre la base de las asimetrías económicas e informativas existentes entre ios proveedores de bañes

■y servicios ñ'ente a los comutnidores. estos últimos, enmarcadas en una natura! o clara situación de
desventaja cari respecto a los primeros

Fs así que la referida Sala define a la asimcina tníbnnativa como aquella característica intruiscca
de cualquier tramacción económica, en tanto que siempre en un mtenambio de bienes y servicios
habrá m actor mejor írfbrmado qm otro.

De! mismo modo, en semencia definitiva del S-O^-dOl! con referencia 315-A-2004, emitida por la
Sala de lo Contencioso Administrativo (SCA) definió a la asimetría informativa como un elemento



imrímeco de las relaciones címiraciuaies enire productores o proveedores y co nu oidores, determina

que en iodo caso el consumidor está sometido a una condicíóñ de vninerutuii i id que rehasn su

aukmomíay voiimtad real para contratan circumíancia que. en Jeflmtiva. justij.cu la aplicación de

im principio proteciorio con el fin de restablecer el equilibrio coniracíuai y asegurar el respeta) de ios

derechos del cúmumidor.

IV. CCÍNTEStACION De1XpROWEDOE\ DENTÑCl^^

Se siguió el procedimienio consignado en el arííeulo 144-A de ia LPC, así como en los artículos

171, 172 Y 180 del Código Procesal Civil y Mercantil —en adelante CPCM— y 100 de la Ley de

Procedimientos Administrativos —en adelante LPA- - respetando la garantía de audiencia y el derecho

; de defensa de la denunciada, pues en resolución de folios 6 ai 8 se le concedió el plazo de cinco días

j hábiles contados a partir del siguiente a! de la notificación de dicha resolución, para que incorponira

por escrito sus argumentos de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estinr;ra

conveniente. la cual le fue notificada en fecha 15/08/2024 (fs. 9).

J. En fecha 22/08/2024 se recibió escrito firmado por la Licenciada

en calidad de Apoderada de la proveedora Compañía de 'Telecomunicaciones de El Salvador,

S.A. de C,V. (fs. 1 1-15), por medio del cual contesta en .sentidi» negativo la audiencia conferida en.

resolución de inicio y alega, en síntesis, que a su juicio, no se ha transgredido ningún derecho de los

consumidores contenidos en la LPC, y sobre el medio de difu.sión Je la promoción objeto de análisis,

expone que; "Dadas las condiciones de los afiches ames mencionadas v la naturaleza del medio,

consideramos pertinente realimr un anúlms de la oferta pubiicitada y de los artículos citados en ta

resoítícmn de micio del procedimiento súncionatorio, con h cual mi representada demuestra que ¡as

acciones efcciuadas por CTE en torn > u i >, u ¡ citado en el afiche o cartel relacionado con la oferta

VIVE Í.A NUEVA TELEVISIÓN CLAhi) TI h no ni n, na perspectiva contraviene lo isiablccido en

la LPC".

En esa linca, considera que la provecdoia no ha incumplido el derecho del usuario de recibir

información, completa, pmcisa, vera^. clara \ oportuna, pues el texto del anuncio cumple con los

requisitos de concreción, claridad y scncille/ y, además, considera que es fácilmente comprensible que

el cliente obtiene 30 MEGAS de intermt Residencial por $42.00 al mes, inchiv c-inak^ l 'nnersai

Claro video y .Linea '^"üa Promoción \ahda del 1 de septiembre al 31 de i t Ve de 2ÍC2 yH's

además, en el acta de inspección se establece que la persona que atendic) a los delegados de la

•Defcnsoría del Consumidor, indicó en castellano, deforma clara, veraz, completa y oportuna las

restricciones y t ondiciones de la oferta, esto es que. está sujeta a cobertura territorial, tiene un costo

; por instalación de cajas adicionales en, el caso del servieio de televisión, por sascripcton, las

I contrataciones de nuevos servicios cancelan costo por iastalacion en función del paquete a contratar.
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r^inalmeote, la apoderada expone que en el afiche objeto de análisis, claramente se intbroia a los

consiimidores la diirEGión de la oferta, esta es del l de septiembre al 3 1 de diciembre de 2022 así eomo::

al precio tota} de la misma de $42.00 dólares, y en relacióii a las aé ndit iones ei comumkJor o clíenie

iiem a su alcance la agencia Claro A'íeíroceriiro Sonsonaie, la cuai lugar idóneo para consultar

y conocer ¡a informach>n de cuali¡uwr qferui de cmdqtiier servicia díspvnlhle, pUnc^, tarifas, las

resíriccionesy condiciones aplicables, tanio previamente o durante ¡a contratación''. Es decir, que

verbaInienic se !c poiiia proporcionar loda !a información necesaria al consumidor, así como también

se podía obse:rvar eo los coiitratosy todas las condicíooés de. la promócióo.

E. AJiora bieu, respecto de los alegatos preseotados por la. apoderada, de la denunciada, para éste

Tribunal resulta .necesariQ realizar el aimlisís que a coníiniiación se desarrolla::

L En el ca:so en particular la referida profesional, menciona en sti escrito que no se ha vulnerado el

derecho de información que posee el consumidor, ya que, a su criterio, la iigeucia Claro Meiroceniro

Soiisonatc. es un lugar idóneo para consultar y conocer la ínformacióíi de cualquier oferta, de cualquier

servicio disponible, pla/us, tarifas, las restricciones y condiciones aplicables, tanto previamente o

diiranic la contratación, así mismo alega que el contrato contiene las condiciones adicionales» de tal

suerte que a su criterio, si se propórciooa toda ta mfurmación a los consumidores.

Fn virtud de ello, es pertinemc aclarar que en reiieradas ocasionescste Tribunal haesiablecido qiiL son ,

los proveedores los encargados de realizar la veritlcacion de las promccioucs ü ofertas que se proporcionan

d lob ccmsuriiídoreb, piicb estas deberán contar con los parámetros exigidos de le>, como lo establecen los

ariícülos de la Lf^Ch en específico el 27 inciso primero, que destaca lo cuuccrnicnte al derecho de

información: en general las caractcrbtií\¿s de ios bienes v servidos puestos a dispusición Je /ob _

^  ¡¿lores, deberán ¡v optuxionarsc can informackm en casfeikmo, deforma clara, lena, completa y

offortnua, así mismo lo establecido en el artículo '^0 de la misma lev. el ̂ iial delennina que kib promiXurncb |
y oLitas espt\uiks de hmies o sei\icio^, los c^nncrcianrc^ csiaran oblig(¿J(fS a informar al consumidor las |

condiciones, el precio total o los eiememús que lo hagan determ¡aaHe, ¡a duración de los misnioc !
meociooado lo anterior, y corno se astableció en la documentación rekicionAda anteriormente, la denunciada ̂

omitió consignar todas las cood.¡.ciooes de la promoción» de una manera clara que fueran de acceso

inmediato si,n necesidad que e! eoosumidor tuviera que preguntarlas o liasta que tu\iera el contrato en sus

:mniios ". Uniítando al consumidor a obtener información de carácter esencial cii la torna de una decisión

que conlleve a una po it T l >r{ipra de un producto o servicio determiaaJo. por lo que era necesario que bC

l;o:rna.r.an toiias las medid ib necesarias para ofrecar una promoción a los consmii¡dores que cumpla con los

requisitos esc:f.iciaies que determina la L.PE, ta!, como se menciono aiiteriornienre. Asi mismo semin se

determina en el articulo d47 ilel Código de Comercio» consíituve una de las obligaciones mercaotikb que

deben cumplirse con. la diligencia de un buen cometrciante en negocio propio.



1. En CQneordaneía con !o áiilerior, la Jurisdicción de lo Contmcioso ÁdmiBistrativo de la Corte

Suprema de n, se ha proiMiEciado al .respecto y M esta.b.lecido "el contenido dei articuh 30 de ia

LPC pretende gamnnmr eldemckú a la información de los camumidores; al realimr im análisis iniegral

de io< anícnlús antes referidas, se infiere i¡ue al ser la duración y ¡as condiciones, elementos sm los cuole"^

no exisrlria la promoción para la consecución del fm de protección Je este derecho fd.j ei cimipiimieñio

de ¡ús reqimiiús de ki iiifimmickm que dehe mmiemér M puMicidad debe mrifkMrse ruiormdo

prenMm emíe ei medio Míiiizadih y tm im aeimwiúnes posieriores qiw de manera compiememtóría pueda

re iiz ir LÍpmieedor f.,.)

For 10 únterior, tomando en cuenta el alcance del derecho a la información de ios consumidores,

cíiimdo ei úrtíciih 30 de la LPC alude a qm la información puede ser brindada por cualquier medio de

publickkui no se eMé refiriemáo a que.se ÉBMgmque mfnplemeniur cmt otros tmáios puMiciiarios o con

otras acimmones de ios pnnreedores, más bien se refiere a que el proveedor puede elegir cualquier rnedio

pubiicitario licito, pero debe dar de maneta compieia ia mfimmicum de ia promoeiáñ demíro de! medio

escogido y dentro deí áeio pnBUcüariú concreto deforma que las comumidúres tengan la ufbrmación

completa de la promociún, y a partir de alli, pueda tomar una decisión de consumo.

Asi al ser lafimiíidad de las promociones el incentivar a los comimidores para que coniraíen ce t/

tiempo previamente esiaMecido por los proveedores, comprametíéndose estos últimos a brindarles cim-m

veniqfa sí lo hacen, el no tener toda ia información que es exigida por ley puede ser un elemento que

condickme su dmísíérfo (tos resaltados son propios). Por coosigMieoie, eo línea con e.l criterio de ia

Jurisdicción de lo €oiite.o.eios0 Administrativo, este Tribunal sostiene que ia infomacióo debe estar

eoosigriada ̂ i^anpleta y en el misoio medio publicitario que es ditb.!.i.(ikla ia proniocióo., y oo es suficiente

que esta st ihjo>me de n ¿ í verbal o hasta que el consumidor tiene acceso al cúntrato, para garantizar

el resguardo del derechi út iTiforniación de ios consumidores, de conocer las con.dioioo.es de la promoción

antes de íooiar la decisión: de oontratar.,

J, Finalmente,, .referente a la tipicidad en materia administrativa sancioiiadora, así como el análisis de

culpabilidad, será desarrollado ampliamente en el aparrado ̂ "análisis de la configuración de la infracciófr',

pjre^ía valoración de la prueba incorporada al expediente. En virtud que los alegatos presentados por la

proveedora denunciada, se encuentran estrechamente vinculados a la prueba documental que ha sido

incorporada al presente expediente administrativo, se analizaran conjuntamente con dicha prueba en

los apartados posteriores de esta misma resolución.

V. HECHOS probabos/valo:ració,n de prueba

. L De confomiidad con. los artículos 146 de la I...PC y 106 inc. 3^ de la LPA, las pruebas oportunas.,

pertinentes y CDoducentes aportadas en al procedimiento, serán valoradas coofóriTie a las reglás de la

bscnrenua NUc 0()135OnST^COPAO(X) ̂muiüa por d Juzg.tdo Segundo do Curstenoioso ymn'!isaai(\o. J \ >300 > i
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sana crítica; a excepción de la prueba documentaí, la cual se realizará conforme al vaíor tasado cíe la

misma en el derecho común..

En CSC sentido. !a Sala de lo Conslitucional en la resolución final pronunciada en el proce.so

acumulado con número de referencia 23-2003/41-2003/5ü-2003/i7-2í)05/21-3005. de fecha

18/12/2009. en lo que concierne al vaíor tasado de las pruebas mencionó; '"Cuaada !a 'utilización'de

la máxima de experiencia viene predeterminada por la norma procesal hablamos del sistema de |

valoración denominado prueba tasada o tarifa legal: es decir, en la fruhi tasada o tarifa legal, lo

que hace el legislador es pro veer una de las máximas que deben integrarse al razoríamienio probatúrio

del juez, como la premisa mayor del silogismo fimdememal .sobre cada medio de prueba (...) el

legislador señala una lata de medios de prueba j a cada ma le mlim lut determinado y precisa

valar probatorio -certeza objetiva-; es decu nu en i-ste caso, amptintdo en !a seguridad jurídica, el

legislador determina prevkuneme ¡a máxim i i t xpencticia, aunque i on di knua fuerzo dependiemlo

de la prueba de que se traid- (resaltados soi> EHupiosí.

Dicho esto, el art. 1,06 Inc. ó"" de la LPA dispone: "Los documculos tos malizados por tos

funcionarios a los que se reconoce la condición de ituioridad v en Ins que, oh.'scri andoxe lo<^ requisitos

K-gales correspondiemes se recojan los hechos comtatados por aquellos, harán pna H i i os salvo

que .se acredite ¡o contrario

Además, el artículo 341 del CPCM determina el valor probatorio de los instrumentos, 3.sí: '%m

instrumentos públicos consiitiiirári prueba fehaciente de ios hechos, acta.s o e.stado de cosas que

doL imicmcn; di • la fecha .i- personas- que mícnicncn en el mismo, así como ddfedatario o funcionario

que lo expide. Las instrumentos privados hacen prueba plena de su coman ido v otorganies, si no ha

•sido impugnada su autenticidad o é.Pa ,ha quedado demostrada. Si no qmnió demostrada tras la

impugnación, los instrumenios se vaiomrán conforme a tas mglm ée- ta sma crííka" (resaItado,s son

propios).

Final Kiiti. el artículo 63 del Reglamento de la I.PC, viene a refí^rzar lo esiipulatlo en el derecho

común al cnI ibicccr; Las acias uk ^ a itc las euíile.s los funcionanos de la Defensoría hagan constar j

las aciuüi. lens que realicen, hataujc, en tanto no se demuesire con prueba pertinente y stfieíeme su

tnexüctiiua, fahedad. El mi.mio valor probatorio tendí án los informes y orro<; documento v que emitan

¡os funcionarios y empleados de. la Defensoria, en el ejercicio de ms fiinefones.

2. Constan en el expediente administrativo .los siguientes medios de prueba:

a) Acta 00001097 de fecha 14/09/2022 (fs. 3-4), por medio de la cual .se e.stablece que la

Defen-soría del ronsumidor. en virtud de la inspección realizada ene! establecimiento propiedad de la

prcneedora denunciada, constató que se hacía efectiva !a proniocíón verificada sin indicación do las

restricciones de la misma.



b) Impresión del anuncio publicitario divulgado por medio cié banner colocado en el

establecimiento de la proveedora, en relación a la promoción publicada por la proveedora, vmculada

con el acia de inspección 00001Q97 de fecha 14/09/2022 (£ 5). con ¡a cual se establece el medio de

coraunieaeión y el incumplimiento de los requisitos legales m:ínimos con qué fue dada a conocer a ios

consumidores la promoción que se lee: "Vive la fiuem televimén Claro TV 30 MEGAS intemeí

residencial, CUmm $A2MMES(...}"

Por consiguiente, respecto a la documentación relacionada previamente, se advierte que cs:a no ha

sido controvertida por la proveedora, a pesar de haber tenido la oportunidad procedimental para

hacerlo, pues sü tpoderada, en la argumentación e.xpuesta se limitó a asegurar que, a su juicio, ̂ ¡ se

había cumplido lo disptiesto en la LPC. En esa Intervención, no incorporó ningún, tipo de prueba que

desvirtuara lo que cor}.sl2 en el acta de inspección precitada spvttficameote,respecto de lo .manifesaiJo

por la persona dependiente que atendió a los delegados dt la iKtensori'a del Consumidor, en atención

a las condiciones de ta ptomocion que no eran reflejadas en el mismo medio publicitario objeti, de

análisis, sino que la apoderidi eotitirmó que esa información, era dada a conocer a ios consumidores

vcrbaimcntc o al momento de la contratación. En virtud de ello, los citados documentos al tener una

conexión lógica con los hechos denunciados mantienen la certeza legal que ostentan.

VI. AN',4ííSIS I)E la CON'FIGi;ración de la infracción

A Ahora bien, este Tribunal estima conveniente realizar ciertas delimitaciones conceptuales en lo

que al tema d,e promoción coneieme, y cuáles son las circunstancias propias que configuran el

cometimiento de ,!a infracción establecida en el artículo 43 letra n) de la LPC.

Sobre el mismo, es importante señalar que, desde uña perspectiva meramente jurídica,

cspcciñcainenle en lo que u derecho sancionaiorio se rellere. se abordarán la temática de promoción.

Claro esivi. que dicho topico puede sor abordado desde diversas áreas del eoaoci,mlento; por lo que este

análisis no pretende inmiscuij-se en otro tipo de observaciones que no sean las estrictamente necesarias

para dotar de contenido jurídico a la regulación puniti va que efectúa la LPC.

En primer tugar, y desde una perspectiva tradicional del marketing, hay 4 componentes en la

dennmipada mezcla del marketing, a saber: a) producto, b) precio, c) promoción y d) distribución.

Ahora, dentro de la promoción se encuentra la publicidad y la promoción de ventas. (Kennéth E. Clow,

2010)'.En ese sentido, los artículos 16, 3Ü y 43 letra lí) de la LPC se encuentran vinciilados con el

último concepto mencionado —promoción de venias—.

ítf promoción de ventas consiste en todos los incentivos ofrecidos a los clientes y miembros del

canal para estimular las compras de productos, la cual adopta dos formas: la promoción para

-Renaeth E, €Íow, O, B. (20 t(),l Pnblicídad, pr0moctón y co/imnícactén integral en marketing. México; Pearson Educactón.
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consumidores y la promoción comercial. Para el caso que nos concierne, la promoción para

)n umidores se refiere a los incentivos que se ofrecen directamente a los clientes existentes o a ios

rü ihits dientes de la empresa, [.a promoción para con.sumidores e.stá dirigida a aquellos que

a tímente usan el producto, es decir, los usuarios íinaies. Una de las metas principales de un programa

de promociones dirigidas a los consumidores es persuadirlos de dar el último paso y efectuar la compra.

(Kenneth E. Clow, 2010).

Asimismo, es importante señalar las dos categorías mas generales de promociones pam

consumidores, a saber; á) las qite se hacen para forluiccer la franquicia y b) las que se hacen para |

generar ventas.

Para el análisis que concierne a este ;procedliniefltó, lás protnócíoftes que se hacen para generar:

\cmas se centran en las ventas Inmediatas, más que en el valor capital de marca o en la lealtad, por

medio de descuentos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y otros incentivos (Kenneth C.

Clow, 2010).

Por consiguiente, es desde esta perspeetwa, prottóckía deveata, que deberá ti esíadiarsc los

sapuestos que dan cabida a la dccion típica consignada en el artículo 43 letra al de la LPC.

B. Delimitado concepli dnwnie c! ámbito de conocimiento de la infracción objeto de estudio,

corresponde ahora referirse a iLui os de los supuesto.s determinados en la ley que dan origen a la

misma. I

Antes de todo, es importante hacer la siguiente acotación; en relación con las promociones }■
ofertas, de acuerdo a la regulación contenida en la LPC. estas están sujetas a dos principios: el de
\etacidad y el de temporalidad Fn ese orden de ideas, se ha venido sosteniendo que para que se tenga |
por establecida la configuración de la infracción prevista en el artículo 43 letra n), se debe tener como
premisa que la naturaleza y esencia de las iifenas y promociones es reportar una ventaja comparativa
al consumidor. > su carácter extraordinario es lo que permite qijcel comprador tenga un incentivo
para Ikv.ir a cabo la traíisacción. De esta manera, se ha entendido que no existe ninguna ventaja si .
ios biviKs son vendidos o los servicios prestados en la.s condiciones habituales >. por ende, no se estaría
en presencia de una promoción y oferta.

Dicho lo anterior, ios artículos lo y 30 de la LPC. principalmenic. determinan los aspectos
obligatorios que ios proveedores deben informar al momento de efectuar promociones y ofertas
especiales de bienes o servicies.

En ese sentido, el artículo 16 establece ló siguiente:

'"ReqimUos dé las promociones y ofertas.



Art. 16.- Todo proveedor al establecer las dáusuías, condiciones o esfipiilackmes de las

promociones >' ofertas de bienes a servicios, y las cláusulas no negociadas individualménte, relativas

á tales bienes o servicios, deberá cumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, elaridad y senciílez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa;

b) Buena fe y justo equilibrio entre ¡os derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo

caso c.uiuirá la utilización de cláusulas abusivas; y

c) .\tf condicionar la promoción u oferta a la entrega o no del recibo, copia o documenio- que

aci edite la operación.

En caso de duda sobre e i sentido de la promoción ti oferta, se entenderá a favor del

comumidoE'.

Por su paite, el artículo 30 estipula:

"Información de promociones

Ai'i. 3(1- Cuando ,se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o senicios. los

comerciantes estarán obligados a informar al consumidor las condiciones, el pn'cio total o los

elementos que lo hagan deíerminable. la duración de ¡as mismas, por cualquier medio de publieidúd

0 mediante avisos ó carrídesfifádos en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a us

bienes".

De manera general, y sin que ello comprenda todos los supuestos que la ley y la casuística pucJan

arrojar, se proceden a expíiear tos que en la praxis sueleo darse con frecuencia. Posteriorrnenle (€}. se

harán las consideraciones necesarias en eí caso eoncreto.

L l:n cuanto a las condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el anicuio 16 letra a) de la

1 FC, según el cual: "Todoproveedor ai establecer las c¡ausi¡la.<< condiciones o esupuíaeione.s Je i-s \

promociones y qferímdé bienes y servicios (...) debe cumplir ios siguientes requisitos: a) Conciraon I

claridad y scndüez en ¡a rcdih cion con posibilidad de compremión Jirecui".

Como se mencionu anlcttormente, en cuanto a las condieiones aplicables .a las promociones u

ofertas especiales, es uaportanic ci>nsiderar lo sostenido por este Tribuna! mediante la resolución de

tas 08:41 horas del día 06/01/2009, en relación a la utilizacióa de ía frase "restricciones aplican"; en la

que señaló puntualmente que "(. i di^^ha hase tiene como sustento ía inviabílidad de dar a conocer

tales limitantes en el mareo de la m m dad propia de los anuncios publicitarios. El problema de las

remisiones hacia fuentes informativas distintas del anuncia cxamimitlo. impiica carcas para el

consumidor al verse obligado a adoptar medios distintos a la publicidad original para poder obtener

parte de ta información relevante para la oferta; debiendo comiderarse además la factibUidad de

acceso a la misma por pane de hs comumidores de acuerdo ni segmento de mercado al que

pertemcen".
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Respecto de dicha resoíiición, ia SCA confirmó ¡a ícgaikiad de ia misma medíante resolución 274-
2009 de fecha 14/1 1 /2012, en la que ademab sostu\o; que un anuncio punliciiario debe poseer

la información necesaria fMra qm los eomumidon s no tengan que recurrir a otra clase ile medios

para complementar la información inicial por lo tamo ai tener L¡i(e recurrir a esta acción significa

qm se ha omitido ifíformar de umi maneta data } adecuada a lo ofertado por ci proveedor, por los

argimientm expuestos es que esta Sala considem qm Jé eonducta por la áeíora es atentatoria al

derecho de ser debidamente iri/brmado el constmiiclor''

2. En relación al precio total o los elementos quc lo hagan determinaba conlleva a que debe estar

lo suficientemente clara la cantidad que el consumidor pagará por la prL,s*acton de un servicio o la

adquisición de un producto, máxime en aquellos casos en que se da la facilidad de pago a plazos, pero j

donde únicamente se determinan las cuotas que se deberán cancelar. ma.s no se indica el tiempo ni el

calor total que los cun.surnidores sufragarán. I.o anterior, .supondría una desventaja infonnatha para el

consumidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo. Configurándose, en

sentido material, un incumplimiento de ta proveedora respecto a csia exigencia. 1

Ahora, en U pi KtKU también se utiliza la modalidad de promoción y oferta e.stablecicndo |
porcentajes dv. dcseiumos diebo elemento hace detcrminable el valor que el consumidor pagará pori

un bien o pri^station de servicio; por consiguiente, no implicaría una inobservancia a cslc requisito, f

J. Lm lo que re.specia a la vigencia, e.sta exigencia es prácticamente la esencia de csta.s propuestas i

de contratación, pues sigiiiiiea que ia proveedora cdrece una ventaja extraordinaria ai con.sumidor. la

cual podré ser gozada en un período de tiempo específicamente detenninado o que puede ser

detenninable.

r.n ese urden, en la práctica, para csiablceer la vigencia de una promoción se han disiinguido'

hádeamcnte dos fdrma.s sin pcrjuici<) que puedan vislumbrarse otros, e.s decir, no es una lista

taxativa : a) plazo cierto —determinado— y b) condicionante — detcrminable ■ . í

a) Se entiende a plazo cieno, cuando se estipula una fecha ile inicio y de finalización. Ahora bien,

muchos proveedores suelen consignar sólo una fecha o referirse a un mes. día festivo, período

vacacional o celebración, entre otros; lo cual, devendría en un incumplimiento de este requisito.

, manera de ejemplo, las expresiones como: "Válido hasta el 31 de agosto". "Valido a partir del / de

dejnicmhrc". "Válido solo este mes". '''Válido sólo esic día", no .serían suncicntes para tener por|

cumplida dicha exigencia, pues en la primen no se consigna la fecha de inicio; en la segunda, la de 1

,  tlnali/ación; y, en las últimas dos, no tienen ninguna fecha Se hace énfasis, nuevamente, en que deben'

.  tener fecha de inieio y finalización para que -.c i wonloinic a ia LPC.

b) Se entiende vigencia bajo condición, cuando la promoción subsiste mientras no se dé un

supuesto de hecho específico —estipulada en ella— que le pone fin a la misma. Ejemplo de lo anterior

11
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es la muy utilizada frase: '"Hasta agotar existencia.s'\ Ño obstante, ehta «Ilima debe ajustarse a los

requisito.s y principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin perjuicio de lo .aníerior, este Tribunal tiene a bien aludir a lo que se ha dicho en derecho

comparada. .Al respecto, en la resolución de fecha l5/03/2()06, en el caso identificado como 044-

2006/(3CD del INDECOPI (Instituto Nacional de Defensa d,e la Gorapetencia y de la Protección de la

Eropiedad intelectual), la Comisión indicó que si bien Ripley incluyó una duración para la promoción

anunciada esta fue condic tonada ai agotamiento de una cantidad de unidades disponibles que se

encontraba indeterminada luego de un análisis integral y superficial del anuncio cuestionado. ,Esi

consecuencia, sé observó que, aiíte la percepción áel consuinkior, la duración para la pro.mc>eión

anunciada no se encontraba: plaateada con la elaridad que exige el principio de veracidad, a

efectos de que ios eonsiiBiidores piidierai acceder a lafonnacióii relevante y aeeesaria para

adoptar ana decisión de coiisusio adecBaítaMeBte raeditada y, e:n cí)nseciieí!,cia, satisfactoria a

sus intereses.

:0e ahí que, para estos casos, se vuelve necesario acompañar esta frase con otros e:lemento.s

informativos más preoísos q:ue hagan previsible la finalización de la promoción; y, sobre todo, que

sean claros y concrelQS, con po.sibilidad de eonipreHsÍGii.di.recta, ta,l como se colige de lo señalado en

los artículos 16 letra a) en rciaeión al artículo 30, ambos de la LPC.

€, Con base en los elementos probatorios previamente señalados y e:n virtud de la presnacíéít de

certeza que goza el acta de inspección de la Defensoría del Coiisiiniidor, así como de los documentos

que forman, parte de la misma, e:n el caso concreto, impresión de fotografía del animcÍG publicitario

emitido por medio de banncr colocado en el establecimiento de la proveedora, de la prorrsocióri

I d vil! tií i por la denunciada, que se lee: "Vive la nueva íelevisiém Cleim TV 30 RíEGAS kitemei

'f sídeiiviaiy CLáMÚ TV, $ 42 AL- MMS (»,)" (fe. 5), este Tribunal establece que existe prueba
'  utie tiut para detenninar que la pro.veedora Compaiía d.© Telecomunicaciones de El Salvador,

S.A, de incumplió la obligación regulada en el artículo 30 de la LPC: "Cuando se tratare de

promociorms y ofertas especiales de bienes o ■servicios, los comercimíes estarán obligados a informar
al consumidor las condiciones, el precio total o los elementos que lo hagan determimble, la duración
de las mismas, por cualquier medio dé publicidad o mediante misos o carteles fijados en lugares
visibles del establecimiento < aiqtktds adheridas alas bienes" por cuanto la proveedora realizó

una promoción sin brindar la inlbnBáción mínima requerida, es decir, incumplió ia obligación
establecida en la referida disposición legal al haber oniitido €onslg»a.r todas Ims restricciones de la

misma.

En concliisión, la referida omisión, pudo inducir a error a los consumidores e:n cuanto a la toma de
sus decisiones de consumo, pattíeuiarraente, respecto a la expectativa del beneficio ofrecido por las

12



promociones. Teniendo en cuéntalo expuesto anteriormente, sobre la base de los hechos probados con'

los documentos agregados a fólios 3 al 5, se concluye que la proveedora, efectivamente, realizó

promoción u oferta especial de servicios, en contravención a lo dispuesto en la I.PC. Lo anlérior,

configura la conducía ilícita establecida en el artículo 43 letra n) de la LPC.

D. Ahora bien, establecida la conducta ilícita, es importante hacer referencia al principio de

culpabilidad reconocido en el artículo 12 Cn, que prescribe: «[i]oda persona a quien se impute un

delito, .se prc.sumirá inocente inienira.s no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley y en juicio

publico, cn c! que se le aseguren todas las garantías necesarias para su defensa», disposición que es

aplicablB no solo en el ámbito pen:al, sino además en el administrativo sane leñador (.sentencia de iiic.

3-92 Ag. 6-92 de la Sala de lo Constitucional, doce hQra.s del 17A2/1992!.

En este sentido, la Sala de lo Constitucional respecto al principio de cuipábüídad en ojateria

administrativa sancionadora ha expresado que «[eji principio de culpabilidad en esta utaicria siipüne

el de.st¡eixo de las diversas formas de responsabilidad objetiva, y rescata la operatividad de dolo y la;

culpa corno formas de responsabilidad. De igual forma, reconoce la máxima de una responsabilidad

personal por hechos propios, y de forma correlativa un deber procesal de la Administración de

evidenciar este aspecto subjetivo sin tener que utilizar presunciones legislativas de cuipabiüdad, e.s!

decir, que se veda la posibilidad de una aplicación automática de las sanciones únicamente cn razón i

Llci resultado producido» (senteneia de Inc. 18- 2008 de Sala de lo Constitucional doce horas veinte |
mi ñutos del 29/04/2013).

j  Cabe destacar que una de la sub-categorías o corolarios del principio de culpabilidad, es la

icspon.sabilidad por el hecho o respon.sabilidad por la acción ilícita como se denomina en la doctrina j
avimini.strativu sancionadora. Fste principio implica que la sanción linicamenle puede recaer a quien |
cn forma dolosa o culposa ha participado en los hechos que eonin i n una acción ilícita; así lo expone i

\iGto al referir que « |c]i gravatrien que la sanción repte se ni s solo podrá recaer sobre aquellas |
,  Incnsonas] que han participado de furnia dolosa o culposa cn lo.-, hechos conslitulivos de infracción. |

ifef lo tanto, no es posible exigir respon^abiüdad por la sola existencia de un vínculo personal con eU

' actor o la .simple titularidad de laeosa o actividad en cuyo marct) se produce la infracción. La exigencia

de individualización de la sanción supone un veto a la re.spunsabiüdad objetiva» [Mieto, \lejandrQ,

Derecho Administrativo Sancionador. quinta edición totalniente reformada. Madrid. Hdiiorial fecnos.

p. 329.201 1 ]. En este orden, conforme a! principio de culpabilidad solamente responde el administrado

por sus actos propios, de este modo, .se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva

o basada en la simple relación causal independiente de la voluntad del autor. En congruencia con lo

expuesto, en el Derecho .Administrativo Sancionador, debe respetarse el principio de culpabilidad, de

tal suerte que el eiemento indi.spcn.sable para sancionar un actuar, es la determinación de la
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responsabilidad subjeiis'a. (Sentencia emitida en el proceso íO-2014 por ia SCA. a las catorce horas
cincuenta > uno minutos del 24/1:0/2019).

l-n relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, este 1 ribuiul

considera necesario analizar si e! mismo ha obrado dolosa o cuando menos culposameote; es decir,

que la transgresión a la norma haya sido querida o se deba a imprudencia o negligencia. Por tanto, la

existencia do un nexo de eutpabiiidail constituye una condición para la configuración de la conducta

sanciotiable.

Aflora bien, en el presente procedimiento no hay element s sufii, rentes como para detemiinar que

tales 0ttiísÍGnes hayan sido producidas de nianera dolosa. No v>b i uo, a partir de los hechos probados

y las circunstaneias :en que se dieron los mismos, ha quedado establecido el cometimiento de !a

infracdót! de manera culposa por parte de la proveedora, pues ha existido un déilcil de organicacion.

de modo tjue su conducta es reprochable cuando no se toman las medidas suficientes para impedir que

se cometa la infracción. En otras palabras, la proveedora Gtaapaiía de Telccotnunicaciones de El

Salvador, S.A. de C.V., no acreditó una correcta organización, a efectos de impedir la coocuiTencia

de! ilícito.

Yíl PARAMF-^ROS PARA LA DETERÓIIN.ACÍÓN DE LA SANCIÓN

Como se expuso en los rcapiies precedentes, se estableció la comisión de la infraecion grave

contenida en el artículo 43 letr i ifi de la i.PC. lo cual se sanciona con multa ha.sta de doscieritos sakirio.s

mínimos memsualcs urbanos en la indu.stria (artículo 46 de la l.PC): por consiguiente, es iacultad de

este Tribunal d:etennmar la sanción, y cuantiñcar la multa que correspo,nda, a la luz de los parámetro.s

establecidos en la L,PC, su reglamento y la jurisprudenda aplicable.

Así, el artículí) 49 de la LPC establece los criterios para la determinación de la mulía, siendo e.stos:

tamaño de la empresa, e-I impacto en los derechos del consumidor, la naturaleza del perjuicio causado

0 grado de afectación a la vida, salud, integridad o patrimonio de los consumidores, el grado de

intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción, it oínisión, cobro indebido .realizad.o

y las círcunsiaiicid.s c,n que esta se cometa, según .sea el caso,

A continuación, se concretará cada uno de ello.s, en lo aplicabte ai pre.sente caso:

a. tamañe áe la empresa.

Según: la Ley de Foinenío, Protección y Desarrollo d.e la Micro y Pequeña Empresa (ley Mype) en

.su artículo 3 define a tas micro y pequeñas empresas de la siguiente manera; "Microempresa: Persona

natural o jurídica pa > ^era en los diversos sectores de ia economúi. a través de una unidad económica

con un nivel de vemu<^ ht utas mmaies hasta 482 salarios mmimús mensuales de mayor cuantía y hasta

10 'rahajadvres. Pequeña Empresa' Persona natural o ¡iiridica que apera en los diversos sectores de



la economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas brtuas anuales mayores a 482

y hasta 4.8! 7 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y con im máximo de ó O trabajadores

\ partir de! análisis de los doturaunos detallados que consta en el expediente aJmiaistralivo. se tomó ̂

como réfererieia la. declaración de Impuesto Sobre la Renta del ejercicio fiscal del año 2022 ífe. 25-2ti),'

piLsvntida por la proveedora, la cual tclleja ingresos anuales de operación de $ 2x 1,070.683.85 dólares. Al'

c  t j ir esta intonnación con los parámetros de la ley Mype, se concluye que la denunciada cuenta con

ingresos superiores a ios regulados por dicha ley. No obstante, al verificar el listado de grandes

contribuyentes publicado por la Dirección General de Impuestos ÍHte,m0s del Ministerio de Hacienda de

.techa 08/06/2021, se advierte que la proveedora denuijciada clasifica como un "gran contribuyente ", por

Id cual únicamenlc pura electos de cuanlificacioii de la mulla, será considerada como tal. guardando el

equilibrio entre la finalidad disuasoría de la sanción pecuniariay el principio de proporcionalidad de díciia

Eiiedida,

l'inalincnlc, en d presente procedimiento administrativo sancioaador la proveedora iniraetma ha

mostrado una conducta proce.sai qnc evidencia el cumplimiento de sti deber a prestar la cc Lilioracion que ¡

!s es requerida, para el buen desarrolb de los procedimientos, por haber pre-sentado !a información solicitada ¡
por c^ta amondad sancionadora en rcsoiiicion de inicio (fs, O al a efectos de establecer la capacidad

económica que tiene para asumir la multa.

k Grado de mténcionaíidád de la infractom.

Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar si el sujeto ha obrado dolosa o

cuando menos culposamente; es decir, que la transgresión a la norma haya sicb querida o ,se deba a

imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia do un next» de culpabilidad constituye

una condición para la con.fíguraeíóii de la conducta saacionable.

Así, en reiteradas oca5jiones este Tribunal ha establecido a través de sus resoluciones, conforme a;

lo dispuesto en. el arí,ículo 40 inciso segundo de la LPC, que las infracciones administrativas son'
í

sancionables aun a título de simple negligencia o dc.seuido. En e.sc orden, del análisis de los hechos y

dociiment.ación agregada al expediente, este Tribunal determinó una actuación negligente por parte de

|o proveedora, pues como propietario del establecimiento, es el principal rc.-.ponsab!c de adoptar la.s

rru-Oi l,.s necesarias a efecto de dar cumplimiento a las obligaciones que impone la ley de la materia,

como es la de realizar promociones y ofertas que cumplan con los parámetros legalmente establecidos,

esto es, que especifiquen todas las restríccioms de las mismas,

c. Grado de partieipación en ía accién a (mmión,

A partir de un examen, del presente expediente administrativo, queda demostrado que el grado de

participación en la comisión de la infracción por parle de la proveedora, es directa e individual, pues

se acreditó que en el establecimiento de su propiedad "—Claro Tienda Men-o Sonsonate— se cometió
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la acción prohibida en el artículo 43 letra n) en relación con et artículo 30, ambos de la LPC, consistente

en realizar promociones sin determinar todas las condiciones de la, misma, circimstañcia que pudo

¡ haber inducido a error a los consumidores a! momento de requerirla.

I  í4 Impacto en Im demchm del consumidor y ñaturaiezs del perjuicio ocasionado.

ti papel del consumidor es eseneial para el: desarrollo de una economía social de mercado. En

• efecto, la competencia no es otra cosa que la pugna entre competidores por captar la preferencia del

j mayor número Je corisümido:res; razón por la cual, la decisión libre del consumidor va a ser

I determinante en el resultad > final de esta lucha, Ko es posible imaginar un sistema económico de este

tipo sin entender que su fíguta central es el consumidor.

Esta función que cumple el consumidor dentro del me:rcado, por :un, lado, exige al Estado que,

mediante un rol promotor, genere las condiciones para que los proveedores brinden a! consumidor

información veraz acerca d.e los productos y servidos que ofrecen en el mercado. Por otro lado, los

consumidores, conscientes del papel que cumplen en la ecoriomía y de la trascéndencia del mismo para

el correcto flmciorianiicnto del pn^ceso competitivo, deben tener un cutnportaaiiento activo,

requiriendo de los proveedores mayor y mejor información, a fin de c|ue éstos mejoren la calidad de

sus producios, y/o servicios y, en consecuencia, contribuyan, ai desaiToIlo de los .mercados y a la

consolidación del sistema económico.

La obligación de brindar información veraz se sustenta en el hecho de que ésta repercute en una

mayor transpareiicia en. el mercado, lo que a su vez facilita al consumidor ta adopción de decisiones

de consums^ adecuadas a sus intereseSj generando de este modo una mayor competencia entre ios

agentes ec0:!tóín:icos.

Por otra pa.ne, en el mercado, lo.s agentes económicos cuentan con una herramienta principal a

través de la cual Informan a los con.sum¡dores sobre la c.xistencia de sus bienes y o sus servicios, l lia

es la actividad publicitaria, la misma que consiste en dar a conocer sus ofertas y persuadir a los

con.sumidores para que contraten las mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria

igualmente resulta .ser una hen-amienta para reducir la asimetría informativa existente entre ios

consumidores y los proveedores de bienes y/o servicios, dado que procura que los destinatarios de la

publicidad tomen, sus decisiones de consumo basados en ia satisfacción de sus necesidades y/o el ajus ;

a sus intereses.

De este modo, a través de la pabíicidad comercial se intbrma alpúblico en general, de la existencia

de un determinado producto o servicio, lo que ayuda a reducir los costos de transacción de acceder a

información en que deben incumr los consumidores para adquirir y contratar bienes y servicios. La

pubiic dad comercial conlleva una finalidad persuasiva que es la de atraer clientela mediante la

prvsi.nf jslón dé las característieas tavorables y ventajas de los productos o servicios ofrecidos o la
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cvlitación de sentimiento^ en el consumidor que puedan ser vinculados con aquello que se ofrece.

Finalmente, al ser la publicidad comercial parte ÍQtegi-aHtc de la actividad émpresarial, es un;

mecanismo típico de competencia, pues constituye una de las herraniienias que disponen ;los oferentes

para desviar la clientela hacia sus productos o servicios, y asi incrementar su participación \ poder en j

el mercado }. consecuentemente, sus ganancias. f)e acuerdo a io anterior, la publicidad comcuuí i

resulta ser un elemento esencial para que el sistema economice funcione adecuadamente, fls por ello

que las afirmaciones que se consignen en cada uno de lo.s elementos publicitarios necesitan .ser veraces.

En el caso concreto, es pertinente señalar que ta conflguraclóa de k infi-acción administrativa

relativa a realizar promociones li ofe:rta:S especiaíes de bienes y servicios, en contravención a lo

dispuesto en la LPC —artículo 43 letra n) de la LPC— transgrede el derecho de los consumidores a

recibir de la proveedora la información completa, precisa, veraz, clara > oportuna que determine las

caractcrisiica.s de los productos y servicios a adquirir, y si bien no se ha probado la configuración Je

un daño concreto a una persona en particular, e.ste Tribunal reafirma que la acción que define la

infracción consiste en realizar promociones u olerías especiales sin la información mínima legalmente

establecida en relación con el producíu o servicio que .se intentaba vetidcr y esto es capaz, de ocasionar

un perjuicio en el colectivo de consumidores a quienes iba dirigida la promoción examinada.

í.,a infracción administrativa atribuida a la part,e actora e.s la realización de promociones u olerías I

especiales en contravención a lo dispuesto en la LPC. Tal como se .señaló supni, a partir del artículo

30 de ta LPC, la proveedora está obligado a informar al consumidor las condiciones, el precio total o

los elementos que lo hagan dctcrminable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad

o mediante aviso.s o carteles fijados en lugares vi.sihies del establecimiento o etiquetas adheridas a ios

bienes.

Conforme con la delimitación típica realizada, la imposición de la multa respectiva obedece a la

con.statación de la Mta de la iaformación mínima requerida por la ley para la realización de la

prumoción u oferta especial, e.s decir, basta con advertir que se incumple alguna de las condiciones

e.senciales exigidas por el art. 30 L,PC.

En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a la esfera

Jurídica de los destinatarios de la promoción, ya que el solo hecho de comsíatar la falta de información

completa y veraz sobre la promoción causa un perjuicio potencial capaz a inducir a error o confusión

sobre el contenido de la promoción ofrecida al público.

En este punto, debe recordarse que la SCA su jurisprudencia, ha afirmado que el legislador,

atendiendo al bien jurídico a proteger, puede dasiricar las conductas en infracciones de lesión e

infracciones de peligro (concreto y abstracto). La ubicación de la infracción en cada clasificación

dependerá de la descripción típica qite haga él législador.
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Así. las infracciones de lesión exigen demostrar la lesión efectiva al bien jurídico tutelado; las de

peligro concreto constituyen, supuestos en los cuales se exige el peligro efectivo sufrido por una

persona en espeeífico; en las de peligro abstracto el legislador, ate.iidiendo a la experiencia, adviene _
I

una peligro.sidad general de la acción típica para un determinado bien jurídico, a partir de ina

valoración probabilistica, por lo que eo.t). Ii íipI}Tcacíén se dispone adelantar la barrera de protección ,

sancionando el accionar, sin esperar la reali/ sciun de un peligro concreto de una persona determinada ̂

o de la lesión efectiva.

En congraencia con ello, se advierte que la ¡nffacción administrativa relativa a realizar

promociones u. ofertas especiales en contravenciófi a los dispuesto en la LPC —art.ículo 43 letra n i d>

la LPC—pone en peligro, de íotma abstracta, los bienes jurídicos de ios consLimidores, si.a que

necesaria una afectaGión concreta; este crileno se sustenta en la naturaleza a-simétrica de! derecho iL

consumo piccisamcntc. en la asimotnu informativa que los consuniidores padecen (SentcuM

einitlda el 08'O I/20 f (>. emitida: en el proceso contencioso administrativo de referencia 344-2010).

En este orden de ideas, y tomando en cuenta la jurisprudencia antes referida, se puede afirmar que

para impone» la ,-,aucion respectiva en el presente caso y, además, para graduar la misma, (a) no es

necesario comprobar n i justificar una afectación concreta y material en la esfera de los con.suniídores,

derivada de la realización de la promoción u oferta especial: (b) ni que existan denuncias de personas

que hubiesen contratado los bienes o servicios ofertados por medio de la promoción. Así, la infracción

admimstratim sancionada por el Tribimal Sancmnador es um infracción de peligro abstrúcto: basta

constatar la mera realización de la promoción sin cumplir con Lis condiciones mínimas requeridas

kgalments para generar ei riesgt) de qtu los t.onsmnidores consideren que se está ofreciendo un

producto o serviciQ con ca'acierísiicas vtcni < o beneficios que en realidad no posee, dunime un

período que no corresponde y quítánd&k \ la posibilidad de determinar el precio de lo qñ-eck!o.

impacto o afectación abstracta dé los derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de los

bienes jurídicos protegidos por la LPC-,

1 n ese orden, es pertinente señalar que la infracción administrativa relativa a realizar promociones

y ofertas especiáles de bienes y servicies en contravención a !o dispuesto en la LPC, en reiacióo a

currpl r con los requisitos e.stabíecidos en el artículo 30 de la I.PC. aun cuando no se materialice algún

tipo de perjuicio a los consumídore.s. se configura con la sola inobservancia de la norma imperativu lL-

consumo ai acreditarse la omisión de los criterios legalmente establecidos en la promoción de venia

sometida a estudio.

En el presente caso, este Tribunal estima que la falta de la infomiaGión en relación con todas las

restricciúms de la promoción ana!i:Zada, es capaz de generar error en ios coasurnidores por haberse

constatado la omisión del contenido mínimo relevante para acceder a la misma.
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e Cúbro indebido reaiizado, las circumíancim en que esia se comete y ei bettejlciú que obtiene

el infmctor.

Este parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en la sentencia de

inconstitijcionalidaci de ref. 109-2013 de fecha 14/01/2016, en la que señala que uno de ios factores de

dosimetría punitiva es: "f...) el beneficio que, si acaso, obtiene el infractor con el hecho Conforme

a ello, deberíamos tener en cuenta el volumen de ingresos de la infractora por la comercialización de

los productos prornocionados, esto eonstítuMa el beneficio ilícito obtenido por la infractora.

Así, para el caso que nos ocupa, nu se cuenta con la ¡nfunnación objetiva de los \ulumeneN de

venta de productos re.spccto de dicha promoción y aun teniendo dicha información, esta no sería

ncccsiiriamenle consecuencivt directa de ta conducta infractora, pues existirían oiros faetore» como la

acción de sus promotores o la combinación de precio y calidad oírecidos por la infractora que pudieran

intervenir. Por tanto, una comprobación exacta, de los beneficios derivados de la infracción cometida

por la proveedora Cempaiía de TelecoiniiiiieacíoneS: de lEI Salvador, S.A, de C..y., no pódríá

definirse objetiva c indubitablemente en términos de los ingicsos derivados de las \cutas per la

promoeión anunciada.

En suma, dado que no se ha podido determinara cuánto ascienden las ganancias directas obtenidas!

por la proveedora como consecuencia de la implementación o realización de la promoción que ha dado i

lugar a la configuración, de la infracción, este i ribunal procederá a imponer una multa partiendo de! ■

supuesio que k-rs promociones se diseñan y cfccliian con el objeto de generar ganancias (promoción de

vetiULS. en términos precisos, tal como .se desarrolló en el romano Vi. letra B\ es decir, es un hecho

notorio que a las empresas las define el ánimo de lucro y i|ue las promociones buscan generar

ganancias, por lo cual se tendrá por acreditado el extremo relativo a que la proveedora efectivamente

obtuvo un benelleio con la promoción examinada, aspecto que será tomado en consideración para la

determinación de la sanción.

f. Finalidad inmediata o mediata perseguMa con ía ímposiciin de ¡a sanciém

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la infractora Compañía tle

Telecsiitunleáciones de El Salvador, S,A. de quien ha cometido la Infracción descrita en el!

artículo 43 letra ti) de la LPC, con el lln de evitar futuras conductas prohibidas en detrimento de los'

constnnidcires y que adopte las medidas necesarias a efecto de dar cumplimiento a la.s oblígacíone.s que

le impone la LPC.

.Además, es menester señalar que este l'ribunai, con la imposición de la sanción —muiia— busca

prevenir futuros incumplimientos a Ja LPC como el que nos ocupa, máxime cuando todo proveedor de

bienes y servicios se encuentra en la obligación de realizar promociones u ofertas especíaie.s de

conformidad con lo dispuesto en !a LPC. es decir, la multa a imponer busca potenciar el cumplimiento

IS



de las obligueioniis de información que tiene todo proveedor, las cuales implican la realización de las

promociones con las que pretende incrémentar sus ventas bajo los parámetros legales es decir, con e!

fin de salvaguardar el inierés general de los consumidores.

£in tal sentido, habiéndose verificado que la infractora es una persona jurídica que ha sido

catalogada como irroiH empresa según en el análisis realizado en el romano VII literal a. de esfei

resolución, que pretendía obtener ganancias a partir de la reali.'ación de una promoción que tw cumplía

los parámetros legalmetite estableGÍdos, pero considerando la imposibilidad para establecer a cuánto

ascienden las utilidades generadas como consecuencia directa del aludido incumplimiento, y en vista

que para la configuración de la infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación

concreta en un particular, sino que basta con la sola constatación del iiicuiiiplimiento de la relacionada

obligación legal, resulla ra/onahlc la imposición de una sanción pmpt^rcional a la sola \erificacion del

aludido quebrantamiento,

¥111. DETERMiNACIÓN DElDTlNmÁCCloWrü flCACiovlwT.-r
MULTA

rste Tribunal . en uso de la sana crítica—^artículo 146 inc. 4"^ de la LPC— y habiendo considérado

los elen^entos ilcl aríícuío 49 de la LPC. procederá a realizar el cálculo de la multa a imponer a la

Infiaclüia Coaipaftía de Telecom aiikacioBCs de El Salvador, S.A. de C.V., pues se ha determioiído

que éste brmd lo i a los eoesumidores una in,formaclón incompleta que no se ajustaba a los parámetros

legalmente esubltcidos, pues omitía indicar a los consumidores todas las condicio.nes de la .referida

prorooclón.

En tal sentido, habiendo concluido que la infracción cometida es una infracción grave, la cual es

sancionable con .miil:ta..de hasta 200 salarios mínimos urbanos del sector industria, conforme al artículo

46 de la LPC; que la proveedora es ma persúnsJurídica cuya capacidad eGonómica, para efectos de

este procedimiento es la de ana gran empre$<i¡ que en razón: de! grado de intencional idad de la conducta

cometida por !a proveedora, no se acredité el dolo sino /teg%e,«cía; que ésta incumplió con la

obligación dé: realizar una pro:moción con los requisitos mínimos establecidos por ley; y que para la

confíguracióá dc: la infracción no se requiere la comprobación de un daño o afectación concreta en un

part:icu.iar, sino que basta con la constatación del ineumplimiento de la relacionada obligación legal;

resulta razonable la imposición de u.o.a s tnv i sa proporcional a la sola verificación del aludido

qucbraniamisnto.

En linea con lo expuesto, es necesario señalar, que el principio de razonabiiidad establece que las

decisiones de la autoridad deben adoptarse dentro de los límites de sus facultades y manteniendo la

proporción entre los medios a emplear y los fines públicos que debe tutelar. F,n consecuencia, c^tc

Tribunal considera que en el presente procedimiento administrativo sancionador resulta pertinente fijar
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una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y proporcional para, la consecución de los fines

constitucionalraente legítimos —efecto disuasorío—r, previniendQ así, situaciones en donde la

comisión de la conducta prohibida por parte del sujeto infractor resulte más beneficiosa que el

cumplimiento de la norma misma, lo cual a su vez podría llevar a incumplir la finalidad de tutela de

los derechos de información y económicos de los co,nsurn,Í:dores.

F^or tanto, a la proveedora Compañía de Telccornunicaciones de El Salvador, S.A. de C.V., se

le impone una multa de OCHO MIL QUINIENTO-S S('ll.,N'rA Y SlLl'L Dt)LARHS CON'

CINCUE'NTA CENT.ÁVOS DE DÓLAR DE .LOS ESTADOS ÍJE,ÍDOS DE AVIFRfCA ($8.577.50),

equivalentes a veintitrés meses con quince días de salario mínimo urbano en la industria, por la

comisión de la infracción regulada en el arl.íeu!o 43 letra n) de la ¡xa realizar promociones u

oFértas especiales de bienes en contravención a la ley. según se ha concluido en el presente

procedintiento admrai.stratÍvo,

La multa iota! impuesta representa el 11.75 % dentro del margen máximo estipulado por ley como

consecuencia de la comisión de tal infracción doscientos salarios mínimos mensaaies urbanos en la

industria—, siendo a jiu.c.io de este Tribunal, proporcional a la graved.ad. que comportan los hechos

denunciados según las circunstancias objetivas y subjetivas previamente analizadas.

IX. DECISIÓN

Por tatito, sobre la base de lo antcriomiente e.xpiicslo y con fundamento en los artículos 11, 14,1ü!

inciso 2° de la Constitución de la República; artículos 4 letra c), 16 letra a\ 27 inciso 1". 30, 10 inciso

2L43 letra n), 46, 49. 83 letra b), 144 y siguientes de la LPC; artículos. 106 inci.so 3'', 112, IJ9 ) 154

de ia LPA; y 63 del Reglamento de la LPC, este 1 ribunal RESUELVE:

a) Téngase por recibido el escrito y ta doeumenlaeión presentados por la apoderada especial de

la proveedora Compañía de Telecom anicacioaes de El Salvador, S..A. de C. V, (fs, 11-28).

!)) Sanciónese a la proveedora CQin.paiía. de Télecomutikadftiics tle El Salvador, S.A. de €.V.,

con la cantidad de OCHO MIL QUIN.I.E'NTOS SETENTA Y SIETE DÓLARES CON !
CINCUENTA CENT.-WOS DE DÓLAR DE LOS ESTADOS L.NIDOS DE AMÉRICA |
(S8.577.50), equivalentes a veiníürés meses con quince días de salario mínimo urbano en Lt j
industriar- D.E. N°10 del Q7/07/202I, piiblícado en el DO. N''129 1-omo N" 4.^2 - . en

concepto de multa por la eomision de la infracción regulada en el artíciilo 43 letra n) de la i PC. |

por realizar una promoción en el establecimiento "t "toro Tienda Metro Sonso nal e la cual no 1
aiustaha a lo.s crilerics legalmente establecido.^, confonne a! análisis expuesto en el romano ,

VI de la presente resolución y con fundamento en las disposiciones legales precitadas.

La multa anterior debe hacerse efectiva en la Dirección General de íesorería del Mini.sterio de

Hacienda, dentro de los diez días hábiles siguientes al de la notificación de esta resolución.
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debiendo comprobar u este 1 ribunaí si eurnpiimictilo cíetitro del pla/o indicado: caso contrario.

la Secretaría de este Tríbnnai certifíiart la presente resolución para ser remitida a la

Fisealía CJeneral de la República para su ejecaclóii forzosa,

c) c<ny>c-<nh'>no de h,s tih'er-ixientc s que, en cumphm'erlo a' aOiciuo i d \ lo la \ P \

la presente resrdución, al ser emitida en un procedimiento simplificado, no admite reeiirso de

reconsideración, de conlonnidad con lo expuesto en el artículo 158 N° 5 de la LPA.

íl) Tómese M&ía en: la :SeeFeíaría de este Tribunal Saneionador, de los medios señalados por la

proveedora para recibir actos de comunicación, así como de las personas comisionadas para el

mismo fin (C 15).

e) Notifiquese.
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